[image: image1.wmf]
Nº 570, 31 de agosto del 2007
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Desde el IDL existe una preocupación permanente acerca de la manera cómo se manejan los conflictos sociales en nuestro país. El artículo que ofrecemos a continuación presenta una de las perspectivas que ayudan a entender las causas de estos problemas.

Las importantes inversiones en el campo de las industrias extractivas persisten aun en nuestro país. Últimamente se han otorgado nuevas concesiones mineras en el Perú incluso en zonas, como Cajamarca, caracterizadas por la polarización entre aquellos que están a favor o en contra de actividades como la minera.

También se han ensayado nuevas fórmulas y se vienen proponiendo innovadores enfoques de relacionamiento con la población local y apuestas para la generación de fondos para el desarrollo. Casos paradigmáticos corresponden a la puesta en marcha de los denominados fideicomisos, es decir fondos ad hoc otorgados a las poblaciones o provincias de la zona de influencia de un proyecto minero creado con fondos provenientes de los inversionistas extranjeros. Esto ha sucedido en el caso de Las Bambas (US$ 45.5 millones), Bayovar (US$ 1 millón) y recientemente en Michiquillay (US$ 201.5 millones). Sin embargo, está demostrado que esto no es suficiente, y es que a pesar de los innovadores enfoques de algunas mineras y petroleras, y de fondos de aporte al desarrollo como los fideicomisos, falta un gran aportante en esta mesa: el Estado.

La ausencia del Estado en estos espacios genera un círculo perverso en el relacionamiento entre estas empresas, las comunidades y las poblaciones del entorno. De un lado, las empresas, sea por un progresista enfoque de responsabilidad social o por la precariedad social  económica que encuentra en su entorno o la presión ―abierta o sutil― que le hacen sentir las poblaciones locales empiezan a desarrollar un conjunto de programas de proyectos productivos, generación de ingresos, saneamiento, medioambiente, trabajo eventual o rotativo, e involucrarse en otros relacionados a la mejora de la salud de la población, del nivel e infraestructura educativo y reducción de la desnutrición entre otros.

El efecto no deseado es gradual pero inevitable, se produce el incremento desmedido de las expectativas sobre una empresa privada que si bien no lo ha querido empieza a ser vista como sustituta del Estado ―al cual muy poco o casi nunca se le ha sentido presente― creándose una olla de presión que puede llevar a que las poblaciones y comunidades exijan a la empresa minera cada vez más beneficios y que el Estado en sus múltiples niveles (local, provincial, regional y central) empiece también a mirar estos aportes empresariales como parte del juego de invertir en un zona de alta precariedad social y económica. 

Este círculo vicioso existe el día de hoy en múltiples escenarios y ojo que con esto no pretendo hacer una apología de las empresas extractivas ni mucho menos, lo que sí aspiro es dejar en claro que el Estado se está haciendo su propio autogolpe de a poquitos por diversas razones. En principio, porque aun no ve la llegada  de empresas extractivas en zonas aisladas  o de extrema pobreza como una gran oportunidad para fortalecer su presencia y su rol como proveedor de servicios públicos esenciales y regulador de estas nuevas actividades; es decir como promotor del desarrollo. Segundo, por su omisión y ausencia, está fomentando relaciones de mutua dependencia entre las comunidades y empresas en asuntos que no deberían ser de competencia de las empresas sino del mismo Estado. Tercero, no está brindando aportes importantes de recursos, ojo no solo hablamos de dinero, en las zonas de influencia. Y cuarto, utiliza similar patrón de relacionamiento al que utilizan las comunidades y poblaciones del entorno; es decir, asume y en algunos casos aspira a que las empresas den importantes aportes para empezar a mejorar los servicios de educación, salud, agua, electrificación y saneamiento entre otros, al igual que para el inicio de proyectos de diversa naturaleza.

Este tipo de relacionamiento entre empresas y comunidades debe cambiar de una vez por todas. La incursión de inversionistas en sectores excluidos históricamente que además son de pobreza y extrema pobreza, siguiendo los patrones de relacionamiento que hemos mencionado, no hacen sino añadir una causa más de tipo estructural de los conflictos socio ambientales que permanentemente conmocionan la estabilidad y la gobernabilidad del país. Así como las empresas mineras responsables brindan sus aportes a través de fondos o programas de responsabilidad social, en algunos casos por varios millones de dólares, ¿porqué no el mismo Estado peruano se auto impone incluso hasta contractualmente al otorgar concesiones un cronograma de compromisos de inversión por una cantidad importante de millones de dólares en programas para fortalecer su presencia estatal en sus múltiples dimensiones y de otro lado impulsar serias mejoras en lo que respecta a educación, salud, y lucha contra la pobreza en general?

Quizá la misma Sociedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía (SNMPE) debería exigir una sustantiva contrapartida estatal a los aportes de desarrollo cuando se otorguen concesiones a las empresas extractivas del gremio y que esta quede taxativamente redactada como parte del documento de concesión. De lo contrario, seguiremos viendo escenarios donde las empresas sean vistas como sustitutas del Estado, con lo cual ya lo hemos dicho, todos salimos perdiendo. El Estado debe entender que también en este caso no invertir, no ser socialmente responsable, no cumplir su rol, no es negocio. Por eso es que una vez más el aforismo lo barato sale caro se viene cumpliendo.
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